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Resumen: el artículo enmarca la figura de la objeción de inexe-
quibilidad entre las formas de control previo de constituciona-
lidad. A partir de ahí se despliega el análisis de los elementos 
comunes y distintivos de la objeción de inexequibilidad, y su 
perfil concreto en el marco del derecho constitucional paname-
ño vigente. Se examina especialmente el desarrollo legislativo y 
la jurisprudencia constitucional sobre el instituto, explorando 
los problemas que se confrontan y las posibilidades de abordar 
su reforma.

Abstract: the article frames the figure of the objection of un-
enforceability among the forms of prior control of constitutio-
nality. From there, the analysis of the common and distinctive 
elements of the objection of unenforceability, and its concrete 
profile within the framework of current Panamanian constitu-
tional law, unfolds. The legislative development and constitu-
tional jurisprudence on the institute are especially examined, 
exploring the problems that are confronted and the possibili-
ties of addressing its reform.
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I. Introducción

Este texto examina el mecanismo conocido como objeción de 
inexequibilidad en el derecho constitucional de la República de 
Panamá. Se trata de un proceso más que centenario que, sin em-
bargo, sigue despertando alguna sorpresa, incluso entre los cons-
titucionalistas.1

En Panamá ha sido escaso el tratamiento monográfico de la 
institución.2 Para abordar el estudio de este mecanismo, se pro-
cede a ubicarlo en el contexto del control de constitucionalidad, 
como parte de los institutos de control previo. A continuación, se 
procede a hacer una descripción básica del sistema de control de 
constitucionalidad vigente en Panamá, se presenta la regulación 
vigente de la objeción de inexequibilidad. 

1	 Medina Rubio, Ricardo, “La objeción de inexequibilidad”, Revista Anuario 
Iberoamericano de Justicia Constitucional, núm. 13, 2009, pp. 373-412. 

2	 Entre los escritos que abordan la objeción, están: Wong Pimentel, Andrés, 
“La Objeción Presidencial y la Reforma de la Ley”, Revista Parlamentaria 
Debate, año VI, núm. 15, diciembre de 2008, pp. 10-19; González Monte-
negro, Rigoberto y Rodríguez Robles, Francisco, “La Objeción de Inexe-
quibilidad Constitucional en Panamá”, Anuario Iberoamericano de Justicia 
Constitucional, núm. 5, enero/diciembre 2001, pp. 125-149; y González 
Montenegro, Rigoberto, La objeción de inexequibilidad, Editorial Portobelo, 
Librería El Campus, 1999.
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La descripción de la figura contemporánea de la objeción de 
inexequibilidad exige el estudio del derecho positivo aplicable, 
que se ubica tanto en la Constitución de 1972 (2004) como en 
el Reglamento Orgánico del Régimen Interno de la Asamblea 
Nacional (RORI) y en el Código Judicial (CJ).  Se completa esa 
revisión con la consideración de la jurisprudencia constitucional 
relacionada. 

El análisis de esos materiales permite observar cómo opera la 
figura, y al mismo tiempo se reconocen los aspectos que resultan 
problemáticos para el funcionamiento coherente de la objeción 
de inexequibilidad dentro del sistema político y jurídico de Pa-
namá. A partir de ese diagnóstico se identifican los puntos que 
pueden ser objeto de reforma. 

II. El control de constitucionalidad en Panamá

El modelo imperante actualmente es de control judicial concen-
trado y posterior, en cuanto al control abstracto de constitucio-
nalidad de las leyes y otras normas y actos. El ejercicio de ese 
control queda adscrito a una CSJ integrada por nueve magistra-
dos, cuyos fallos en esta materia son finales, definitivos y obliga-
torios, y tienen efectos erga omnes y ex nunc.3 

Desde la perspectiva de las instituciones de garantía, opera la 
acción directa de inconstitucionalidad en vía principal, pero tam-
bién existe en vía incidental la consulta de inconstitucionalidad 
(art. 206.1 de la CP), y el control previo de las leyes, a través de la 
objeción por inexequibilidad, de titularidad exclusiva del Órgano 
Ejecutivo (art. 168-171 de la CP). 

En cuanto a la garantía de los derechos fundamentales, exis-
ten vías de control concreto y difuso, a través de la acción de am-

3	 Sobre el control de constitucionalidad en Panamá, puede consultarse: Me-
jía, Jerónimo, “El control de constitucionalidad en Panamá”, Revista de la 
Sala Constitucional, núm. 1, 2019, pp. 81-111; y Hoyos, Arturo, “La justicia 
constitucional en Panamá: una apretada síntesis”, en Armin Von Bogda-
ndy, Eduardo Ferrer Mac-Gregor y Mariela Morales Antoniazzi (coord.), 
Justicia constitucional y su internacionalización: ¿hacia un ius constitucionale 
commune en América Latina?, México, UNAM, 2010, pp. 591-598. 
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paro de garantías de derechos fundamentales (art. 50 de la CP), 
habeas corpus (art. 23 de la CP), habeas data (art. 44 de la CP), y 
acción de tutela de derecho al honor (esta última, que consta en 
la ley, más no en la Constitución).4 

El control de la constitucionalidad subjetiva mediante las ins-
tituciones arriba mencionadas está desarrollado en la Ley, y se 
relaciona a la jerarquía y competencia de los funcionarios res-
ponsables de expedir los actos objeto de impugnación. La con-
sideración de la impugnación de los actos de funcionarios con 
jurisdicción nacional o de dos o más provincias, corresponde a 
la CSJ.

En los años recientes el control de constitucionalidad ha te-
nido una evolución significativa por efecto de la jurisprudencia 
constitucional de la CSJ, misma que también ha sido duramente 
criticada en un sector de la doctrina local, subrayando especial-
mente la ausencia de fundamentos positivos para algunas inno-
vaciones jurisprudenciales, y su contradicción frente a las dispo-
siciones constitucionales y legales vigentes.5

III. El concepto de control previo

El control previo se refiere al contraste entre las normas consti-
tucionales y las disposiciones de instrumentos jurídicos que se 
encuentran en etapas que permiten reconocer con claridad el al-
cance de sus implicaciones, en caso de que entraran a regir, pero 
que se encuentran pendientes de completar las etapas formales 
necesarias para adquirir validez. 

Ese contraste de normas constitucionales y disposiciones 
pendientes de adquirir validez permite prevenir la entrada en 
vigor de disposiciones que, al menos potencialmente, colisiona-

4	 Ley núm. 22 de 29 de junio de 2005, que prohíbe la imposición de san-
ciones por desacato, dicta medidas en relación con el derecho de réplica, 
rectificación o respuesta y adopta otras disposiciones.

5	 Por ejemplo, en Jorge Giannareas, Rigoberto González Montenegro y Sal-
vador Sánchez, La sala de la discordia: estudio sobre justicia constitucional 
actual, Panamá, IIDC, 2012.

| 224 

Salvador Sánchez G.



rían con la Constitución si llegaran a ser efectivas. Algunos de los 
mecanismos que históricamente han permitido ese tipo de con-
trol son la objeción de inexequibilidad de las leyes, y la revisión 
obligatoria de convenios internacionales antes de su ratificación 
por los órganos legislativos (una institución que ha sido puesta 
en práctica, en diversos momentos, en España6 o en Costa Rica,7 
por ejemplo).

Entendemos como control de constitucionalidad previo de la 
ley, el que inicia un jefe de Estado o de Gobierno respecto del 
proyecto de una ley aprobada por el Órgano Legislativo, antes de 
su sanción y promulgación, para impedir que entre a regir. En 
Panamá se conoce a este procedimiento como objeción de inexe-
quibilidad, y tiene un escenario político (ante el Órgano Legisla-
tivo) y otro judicial (ante la CSJ). 

IV. El control previo en el  
régimen constitucional vigente

En primer lugar, debe señalarse que el control de constituciona-
lidad a cargo de la CSJ tiene base en el artículo 206.1 de la Cons-
titución, que no menciona la objeción por inexequibilidad. Sin 
embargo, la regulación del control previo en el régimen constitu-
cional vigente abarca disposiciones constitucionales y legales. La 
Constitución de 1972 (2004), señala:

Artículo 168. Aprobado un proyecto de Ley pasará al Ejecutivo, y si 
este lo sancionare lo mandará a promulgar como Ley. En caso con-
trario, lo devolverá con objeciones a la Asamblea Nacional. 

Artículo 169. El Ejecutivo dispondrá de un término máximo de 
treinta días hábiles para devolver con objeciones cualquier pro-

6	 En España, el art. 95.1 CE exige que los tratados se ajusten a la Constitu-
ción, mientras que el art. 95.2 CE autoriza al Gobierno y a cada una de las 
cámaras de las Cortes a presentar recurso ante el Tribunal Constitucional 
si hay dudas sobre su adecuación a la Constitución.

7	 En Costa Rica, el art.10 de la Constitución establece que la sala especializa-
da de la Corte pueda conocer de las consultas sobre proyectos de aproba-
ción de convenios o tratados internacionales.
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yecto. Si el Ejecutivo una vez transcurrido el indicado término no 
hubiese devuelto el proyecto con objeciones no podrá dejar de san-
cionarlo y hacerlo promulgar. 

Artículo 170. El proyecto de Ley objetado en su conjunto por el 
Ejecutivo, volverá a la Asamblea Nacional, a tercer debate. Si lo fue-
ra solo en parte, volverá a segundo, con el único fin de considerar 
las objeciones formuladas. Si consideradas por la Asamblea Nacio-
nal las objeciones el proyecto fuere aprobado por los dos tercios de 
los Diputados que componen la Asamblea Nacional, el Ejecutivo lo 
sancionará y hará promulgar sin poder presentar nuevas objecio-
nes. Si no obtuviere la aprobación de este número de Diputados, el 
proyecto quedará rechazado. 

Artículo 171. Cuando el Ejecutivo objetare un proyecto por inexe-
quible y la Asamblea Nacional, por la mayoría expresada, insistiere 
en su adopción, aquél lo pasará a la Corte Suprema de Justicia para 
que decida sobre su inconstitucionalidad. El fallo de la Corte que 
declare el proyecto constitucional obliga al Ejecutivo a sancionarlo 
y hacerlo promulgar.

Entre las disposiciones legales, destacan las propias del Re-
glamento Orgánico del Régimen Interno de la Asamblea Nacio-
nal (en adelante, RORI), que en Panamá tienes forma y jerarquía 
(en general) legal, y que rigen especialmente la etapa de la obje-
ción de inexequibilidad como control político, y las del Código 
Judicial, que regulan la etapa de la objeción de inexequibilidad 
como control judicial. 

Las reglas del RORI disponen:

Artículo 204. Remisión, sanción, promulgación y objeciones. Apro-
bado un proyecto de ley, se remitirá al Órgano Ejecutivo en doble 
original, y si este lo sancionare, lo hará promulgar como Ley. Si tu-
viere objeciones, lo devolverá a la Asamblea Nacional indicándolas. 

Artículo 205. Trámite de la objeción. El proyecto de ley objetado 
en su conjunto por el Ejecutivo volverá a la Asamblea Nacional a 
tercer debate, previo informe de la Comisión a la cual correspon-
de dicho proyecto. Para insistir sobre el mismo, cuando este haya 
sido objetado en su conjunto, se requerirá una votación favorable 
no menor de las dos terceras partes de los Diputados o Diputadas 
que componen la Asamblea Nacional; de no ser así el proyecto que-
dará rechazado. Si es aprobado, el Ejecutivo lo sancionará y hará 
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promulgar sin poder presentar nuevas objeciones. Si fuere objetado 
solo en parte, la Asamblea Nacional, previo informe de la Comisión 
correspondiente, y según los procedimientos ordinarios de segun-
do y tercer debate, considerará el proyecto únicamente en cuanto a 
los temas objetados por el Ejecutivo. 

Artículo 206. Aprobación por insistencia. Cuando el Ejecutivo de-
vuelva un proyecto por inexequible y la Asamblea Nacional, por la 
mayoría de dos tercios insistiere en su adopción, aquel lo pasará a la 
Corte Suprema de Justicia para que decida sobre su inconstitucio-
nalidad. El fallo de la Corte que declara el proyecto constitucional 
obliga al Ejecutivo a sancionarlo y hacerlo promulgar. 

Artículo 207. Archivo en caso de objeción por inexequibilidad. 
Cuando el Órgano Ejecutivo devuelva un proyecto por inexequible 
en su totalidad y la Asamblea declare fundadas las observaciones 
hechas por él, se archivará el proyecto.

También se dispone la prelación de estos asuntos en el orden 
del día de la Asamblea Nacional (art. 100.7 del RORI) y sobre la 
caducidad de los proyectos de ley (art. 122 del RORI).8 Resulta 
igualmente pertinente mencionar que la Comisión de Gobierno, 
Justicia y Asuntos Constitucionales tiene entre sus funciones la 
de emitir concepto sobre los proyectos de ley devueltos por el 
Órgano Ejecutivo sin sancionar, por considerarlos inexequibles 
(art. 53.2 del RORI).

El Código Judicial (en adelante, CJ), por su parte, no solo se 
refiere a la objeción por inexequibilidad de la ley, sino que regula, 
escuetamente, la objeción sobre reformas constitucionales, que 
no tiene anclaje constitucional explícito. 

Artículo 2555. Cuando el Ejecutivo objetare un proyecto de ley por 
considerarlo inexequible y la Asamblea Legislativa, por mayoría de 
las dos terceras partes, insistiere en su adopción, el Órgano Ejecuti-
vo dispondrá de un término de seis días hábiles para enviar el pro-

8	 Según este artículo los proyectos de ley que queden pendientes al venci-
miento de un periodo constitucional (cada cinco años) solo serán conside-
rados por la Asamblea Nacional como propuestas nuevas, pero la caducidad 
en varios casos, incluyendo los devueltos a la Asamblea con objeciones, 
que podrán ser tratados por la nueva Asamblea durante el periodo de se-
siones siguiente (lo que equivale al año parlamentario siguiente).
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yecto con las respectivas objeciones a la Corte Suprema de Justicia, 
la cual decidirá definitivamente sobre la exequibilidad del mismo. 

Artículo 2556. La Corte Suprema de Justicia decidirá sobre la exe-
quibilidad de una reforma constitucional solo cuando el Órgano 
Ejecutivo la objetare, después de haberla recibido para su promul-
gación y antes de esta, por considerar que no se ha ajustado a lo 
establecido por la Constitución.

El CJ también regula la competencia general de la CSJ (arts. 
86 y 2554 del CJ), y establece que el proceso sea análogo al que 
se surte en la acción directa de inconstitucionalidad.

Aunque el constituyente no ha autorizado la objeción a re-
formas constitucionales, la CSJ autoriza su creación legislativa, 
aunque limitándola a razones de forma, lo que otorga al presiden-
te de la República el monopolio de la impugnación judicial de la 
reforma constitucional. 

Sin embargo, esta alternativa de control de constitucionali-
dad previo presenta dificultades. Al respecto, debe reflexionarse 
sobre el momento señalado para ejercer la objeción de inexequi-
bilidad sobre reformas constitucionales. Por un lado, es razonable 
que se ejercite cuando la asamblea haya concluido el trámite par-
lamentario y agotado las posibilidades de modificación del texto 
sometido a la sanción y promulgación del Órgano Ejecutivo. Sin 
embargo, en al menos dos supuestos (el numeral 2 del art. 313 y 
el 314) podría objetarse una reforma constitucional después de 
que los ciudadanos la hayan aprobado en referendo (si las hubie-
ran rechazado, no habría reforma qué objetar). Esto, al tenor del 
artículo 2556 del CJ, que señala que el momento oportuno para 
objetar por inexequibilidad es “después de haberla recibido para 
su promulgación”. Para los efectos de la reforma o nueva cons-
titución aprobada por una Asamblea Constituyente Paralela, la 
promulgación a la que se hace mención solo puede ser la final, 
pues la mera publicación divulgativa antes del referéndum, según 
en el artículo 314 de la Constitución, la hace el Tribunal Electo-
ral, y en el Boletín Electoral. 

Los antecedentes mediatos de esta situación provienen de la 
previsión de la Constitución de 1946 sobre inexequibilidad de las 
reformas constitucionales. Señalaba el artículo 256 de esa Cons-
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titución, bajo la cual solo existía un método de reforma constitu-
cional (el de las dos asambleas nacionales) que el “Ejecutivo solo 
podrá objetar la reforma cuando la reciba para su promulgación 
después de los debates de la segunda Asamblea ordinaria”. Esa 
disposición se desarrolló en el artículo 62 de la ley 46 de 1956 
sobre instituciones de garantías, señalando que únicamente era 
viable la objeción presidencial por razones de forma. Este punto 
es fundamental, porque aquella disposición literalmente se refe-
ría a “[...]considerar que no se ha ajustado al procedimiento esta-
blecido por la Constitución” (art. 62), mientras que el CJ vigente 
señala que la objeción se produciría por “[...]considerar que no 
se ha ajustado a lo establecido por la Constitución”. En todo caso, 
la escasa jurisprudencia constitucional disponible ha leído, hasta 
ahora, que la objeción se circunscribe a la forma.

También habría que suponer, en ausencia de provisiones 
expresas en la Constitución o en la ley, que no son viables las 
objeciones por inconveniencia respecto de reformas constitucio-
nales. 

Queda, empero, otra consideración respecto de la objeción 
de inexequibilidad, pues cabe suponer que persiste la etapa pre-
via de este, es decir, la remisión a la asamblea que aprobó el texto 
de reforma constitucional (sea la Asamblea Nacional o la Asam-
blea Constituyente Paralela). El CJ no aclara el asunto, dado que 
se ocupa exclusivamente de la etapa judicial.9   

Las objeciones presidenciales en este punto aparecen como 
una defensa ante posibles excesos del legislativo, que contras-
ta con la prohibición de objetar reformas constitucionales que 
existió en nuestro derecho constitucional en el pasado (por 
ejemplo, en la Constitución del Estado Federal de Panamá, de 
1855, art 57). 

9	 Sin reparar en los casos de reformas aprobadas por la Asamblea Nacional, 
en las que sería posible la devolución, esa interpretación supondría en el 
procedimiento del artículo 314 la remisión del texto objetado a la Asam-
blea Constituyente Paralela, que no es un órgano permanente del Estado, 
sino que tiene un mandato acotado en el tiempo.
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V. Elementos básicos de la objeción de inexequibilidad

Como se observa de la revisión del derecho positivo que regula la 
objeción de inexequibilidad, es posible identificar en Panamá lo 
que llamaré elementos básicos de esa institución: su objeto, natu-
raleza, la clase de normas sometidas a la objeción, la legitimación 
para objetar, la autoridad competente para tramitar la objeción, 
y los efectos de su pronunciamiento. Veámoslo en mayor detalle:

5.1. Objeto

El objeto de la objeción de inexequibilidad en Panamá, es ejercer 
el control previo de constitucionalidad de los proyectos de ley, 
aprobados por la Asamblea Nacional, y antes de su sanción y pro-
mulgación por el Órgano Ejecutivo nacional.

Con carácter excepcional la legislación también plantea la 
posibilidad de activar la objeción por inexequibilidad ante refor-
mas constitucionales. 

5.2. Naturaleza

La objeción de inexequibilidad presenta una doble naturaleza, 
que se decanta en dos procedimientos sucesivos claramente di-
ferenciados. La objeción de inexequibilidad como procedimiento 
exclusivamente parlamentario, alternativo o conjunto a la obje-
ción por inconveniencia, y el procedimiento exclusivamente ju-
dicial, dependiente del procedimiento parlamentario inicial. 

Cabe subrayar, a diferencia de lo que ha señalado parte de 
la doctrina10, que los procedimientos parlamentarios de ambos 
tipos de objeción presidencial también presentan diferencias.

10	 González Montenegro, Rigoberto, “La Objeción de Inexequibilidad, vía 
para la solución de conflictos constitucionales”, Revista Parlamentaria De-
bate, núm. 33, 2023, pp. 55-57. Tampoco las diferencias la falta de mayoría 
suficiente en la Asamblea Nacional para superar la objeción, por dejar el 
conflicto “circunscrito entre el Ejecutivo y el Legislativo”, ibidem, p. 58.
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5.3. Clases de normas

En Panamá, la objeción de inexequibilidad no se realiza sobre 
normas perfeccionadas, sino sobre normas en vías de expedi-
ción, de ahí su carácter de control previo. Las únicas normas de 
este tipo sujetas a objeción de inexequibilidad son los proyectos 
de ley producidos por la Asamblea Nacional, luego de adoptarse 
en tercer debate plenario. 

5.4. Legitimación

El único sujeto legitimado para ejercer la objeción de inexequibi-
lidad es el presidente de la República. 

5.5. Autoridad competente

La autoridad competente para resolver la objeción de inexequi-
bilidad, en su fase de control político, es la Asamblea Nacional, y 
en su fase de control judicial, la CSJ.

5.6. Efectos

Los efectos iniciales son efectos suspensivos sobre el proyecto 
de ley que ha sido objetado (no corresponde por tanto con el 
llamado veto absoluto en la literatura, porque puede ser superada 
la objeción presidencial). Esto, por supuesto, es más claro en el 
caso de la objeción por inconveniencia, que en la por inexequibi-
lidad, porque la objeción presidencial ratificada por la CSJ, sería 
insalvable. 

Los efectos del pronunciamiento de la Asamblea Nacional en 
la fase de control político son varios. Si la Asamblea Nacional 
insiste en la adopción del proyecto de ley o disposición señala-
da como inexequible por el presidente de la República, obliga al 
presidente de la República a accionar ante la CSJ.  Si la Asamblea 
Nacional acoge las objeciones de presidente, abre el camino para 
la sanción y promulgación del proyecto de ley.
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Los efectos del pronunciamiento de la CSJ en la fase de con-
trol judicial son los usuales a los de las sentencias de inconstitu-
cionalidad.11

A partir de estos elementos básicos, extraídos de la regulación 
positiva de esta figura, se pueden identificar algunos problemas 
concretos. Entre los que han sido observados hasta el momento 
están los siguientes:

1.	 La doble naturaleza de la objeción de inexequibilidad
2.	 La insuficiente regulación del control político
3.	 La maduración de la idea de la acción
4.	 La problemática regulación de la acción contra reformas 

constitucionales
5.	 La insuficiente regulación del control judicial

La necesidad de distinguir la objeción presidencial como con-
trol político, de la acción de inexequibilidad como acción ante 
las autoridades judiciales, facilita la comprensión de la figura, en 
tanto el procedimiento exclusivamente parlamentario se distin-
gue perfectamente del judicial, pero también se distingue de la 
objeción por razón de inconveniencia. 

La caracterización como acción de la objeción por inexe-
quibilidad judicial, exige dotar a la acción del presidente de 
la república de unas formalidades que se correspondan con el 
proceso judicial. Esto se observará en los pronunciamientos 
de la propia CSJ con relación a la forma que debe adoptar el 
ejercicio de la acción por parte del presidente de la República, 

11	 Sobre los efectos de las sentencias de inconstitucionalidad ver, entre los 
textos relevantes que abordan los efectos de las sentencias de inconstitu-
cionalidad en Panamá: Pedreschi, Carlos Bolívar, El control de constitucio-
nalidad en Panamá, Madrid, Guadarrama, Lope de Rueda, 1965; Reyes, Luis 
Carlos, Efectos de la declaratoria de inconstitucionalidad, 1992. Más recien-
temente: Chen Stanziola, María Cristina, Las sentencias constitucionales, 
contenidos, límites y alcances en materia de protección de los derechos fun-
damentales, Nueva Jurídica, Bogotá, Colombia, 2015; y Sánchez González, 
Salvador, “La sentencia de inconstitucionalidad y sus efectos, Tres casos 
sobre decisiones del Tribunal Electoral”, Revista Ratio Legis, núm. 3, ene-
ro-junio 2022, Tribunal Electoral, Panamá, pp. 83-115. También la tesis de 
licenciatura de Camargo, Cinthya, Efectos jurídico-políticos de la sentencia 
de constitucionalidad, Universidad de Panamá, 1997.
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aunque ha sido progresiva, y aún incompleta, la maduración en 
ese sentido.

Destaca también la ausencia de una disposición constitucio-
nal que habilite expresamente la objeción sobre reformas consti-
tucionales. Las disposiciones existentes solo se refieren a la ob-
jeción presidencial a los proyectos de ley. Esa situación permite 
imaginar la viabilidad de que la norma legal que la permite sea 
impugnada y declarada inconstitucional. Vale decir, que en la 
historia constitucional panameña reciente, se han propuesto dis-
posiciones explícitas para autorizar este tipo de objeciones, y que 
igualmente están presentes en el derecho comparado.

Además, se observa que algunas normas legales —en prin-
cipio, objetables— no se corresponden con la naturaleza de la 
institución. El caso más evidente es la posibilidad de objetar el 
RORI o sus reformas.12 En otras jurisdicciones —por ejemplo, en 
México— esta disposición no es susceptible de objeciones, y en 
el siglo xix colombo-panameño ya se había anticipado la prohibi-
ción de objetar leyes que interpretaran la constitución. 

En la etapa de objeción, también se presentan problemas, 
como puede ser el control sobre la calificación del tipo de ob-
jeción -lo que implica la interpretación de la comunicación del 
presidente de la República- así como de la prohibición de las ob-
jeciones sucesivas.13 

El caso de las sentencias de la CSJ sobre proyectos de ley 
objetados, cuando resultan parcialmente inexequibles, ofrece el 
problema del control de la ejecución de la sentencia. Aquí pare-
cen hacer falta disposiciones adicionales sobre la materia, para 

12	 Sobre la naturaleza del reglamento de la Asamblea Nacional en Panamá, 
ver: Sánchez, Salvador, “El Reglamento Interno de la Asamblea Nacional: 
consideraciones históricas y jurídicas”, Revista Cultural Lotería, núm. 468-
469, Panamá, Lotería Nacional de Beneficencia, septiembre-diciembre, 
2006, pp. 55-82.

13	 Un caso en el que se tratan tanto las objeciones sucesivas como la califi-
cación por el Legislativo de la objeción hecha por el presidente de la Re-
pública se observa en la Sentencia de la Corte Suprema de Justicia de 29 
de febrero de 1996. Publicada en la Gaceta Oficial de 25 de junio de 1996, 
núm. 23.065, pp. 12-27.
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aclarar los deberes de la Asamblea Nacional de producir nuevas 
normas, un tema que había sido puesto en evidencia por Wong, y 
que tiene solución en el derecho comparado.14

VI. Reflexiones finales

De este panorama queda claro el grupo de temas problemáticos 
que deben ser abordados en cualquier intento de incidir sobre 
el actual diseño de la institución de la objeción. Por un lado, la 
distinción entre la objeción como medio de control político de 
inconstitucionalidad, y la acción de inexequibilidad, una acción 
de exclusiva legitimación activa del presidente de la República.

De la caracterización como acción de la objeción de inexe-
quiblidad se desprenden a su vez varios problemas de forma. 
Problemas específicos de la acción, aplicable a reformas consti-
tucionales, problemas específicos de la etapa de control político, 
y problemas derivados de las sentencias moduladoras del texto 
legal objetado.
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